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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Felipe Michelini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Luis Alberto Lacalle Pou, Felipe Michelini, Jorge 
Orrico, Margarita Percovich, Ernesto Rodríguez Altez, Diana Saravia Olmos y José Luis 
Veiga. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Vamos a comenzar con la consideración del asunto que figura en primer término del orden del día: "Delito de 
abigeato. (Modificación de los artículos 258 y 259 del Código Rural)". 


En discusión. 


SEÑOR ORRICO.- En Sala no se plantearon objeciones al artículo 1” del proyecto, pero sí con 
respecto al artículo 2”, en virtud del cual se aumenta la pena si el hecho se comete por dos o más 
personas. La objeción -que comparto- radica en que dos personas es un número excesivamente 
reducido, pero el problema no era sólo de cantidad sino de la circunstancia de que fueran parientes, 
etcétera, tema que fue muy discutido en esta Comisión y que se desechó porque no encontramos una 
redacción adecuada. Yo traje un agregado que me parece que puede resolver el problema. Dice lo 
siguiente: "Si el hecho se cometiera con la participación de dos o más personas, excepto cuando estén 
unidas por lazos familiares y cohabiten en la misma casa habitación". El tema no pasa por qué lazos 
familiares se demuestren, porque puede tratarse de hermanos que viven separados y el hecho no tiene 
nada que ver con un consumo propio. En cambio, lo que se da es el hecho de personas que cohabitan en 
una misma casa habitación y, por consiguiente, no les cabe el agravante, lo que no significa que no les 
quepa el delito. 


Esta es la propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento estamos sin quórum para resolver. 


SEÑOR BARRERA.- Fui miembro informante del proyecto y suscribo todo lo que señalé en las 
sesiones anteriores, pero quiero hacer una propuesta atendiendo a la realidad política y, sobre todo, 
cronológica. Estamos en junio, que es un mes electoral, y luego se avecinará la elección de octubre. 
Quisiera saber si habrá disposición para sancionar el proyecto tal como viene del Senado, porque más 
allá de todo lo que ha señalado el señor Diputado Orrico -que suscribo-, las discrepancias con el texto 
del Senado eran, básicamente, de redacción; recuerdo que un error bastante grosero era que hablaba 
de "valerse de inimputables". En definitiva, hace ya varios meses que estamos discutiendo este tema - 
no me parece adecuado entrar en disputas acerca de por qué se da esta situación- y, como tenemos 
pendiente la consideración del proyecto de seguridad rural, en esa instancia podríamos hacer las 
modificaciones de redacción que requiere esta iniciativa. 


Reitero que propongo que sancionemos el proyecto que viene del Senado, a efectos de dar una solución al 
tema. 


SEÑOR ORRICO.- Nosotros llevamos el proyecto a Sala y allí se retrasó, creo que con buenos 
fundamentos. Yo había dicho que lo aprobaba en general pero que formularía objeciones en Sala; 
cuando lo hice, Diputados de todos los Partidos opinaron que el proyecto debía volver a Comisión. 


Esta iniciativa tiene errores de redacción y aspectos muy peligrosos, como la posibilidad de hacer una 
incautación que en principio está bien pero que luego afecta bienes similares que nadie sabe cuáles son. 


Creo que hay que hacer por lo menos algunas modificaciones, porque no puede ser que por tratarse de dos o 
más personas ya no sea un agravante sino un delito distinto que se castiga con una penalidad diferente. Es 
como la diferencia que hay entre el hurto y la rapiña; la rapiña se "autonomizó" como delito y tiene un 
castigo mucho más severo que el hurto. En este caso, cuando el delito se ejecuta con la participación de dos o 
más personas, tiene una pena mucho mayor que la prevista en el artículo 1*. 


Se insiste en una redacción que siempre he rechazado porque confunde agravante con autonomía delictiva; 
un agravante es algo que tiende a llevar la pena al máximo y, en este caso, el delito se autonomiza al punto de 
que se aumenta la pena al mínimo y al máximo, lo que desde el punto de vista de la ciencia penal es otra 
cosa. Entonces, me parece de una rigurosidad brutal hablar de si el delito se ejecutara con la participación de 
dos o más personas; muchos Diputados de todos los Partidos plantearon el ejemplo de gente que vive en la 
misma casa y sale a faenar algo pero sin finalidad comercial. Reitero que esto, que se consideró en Comisión 
pero sin llegar a encontrar una redacción que lo contemplara, se soluciona haciendo referencia a que cuando 
hay lazos familiares y cohabitación no se aplica esta nueva modalidad delictiva. 


Hay otras propuestas que estamos dispuestos a discutir, pero no vamos a sancionar el proyecto del Senado 
porque, honestamente, creemos que está mal. Además, no creo que estemos en una situación en la que nada 
pueda analizarse. Si modificamos el proyecto del Senado, la iniciativa volverá a la consideración de esa 
Cámara; si acepta las modificaciones, el proyecto quedará aprobado y, si no, lo enviará a la Asamblea 
General. Este es el mecanismo; no veo por qué mi fuerza política tiene que resignarse a aprobar cosas con las 
que no está de acuerdo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- En su momento, estimamos oportuno que el proyecto volviera a la 
Comisión, no por discrepancias de fondo sino por dos objeciones que se plantearon en el plenario. 
Existe, además, una tercera circunstancia, muy importante, que escapa a estos dos proyectos: la baja 
de la penalidad que se prevé en la iniciativa a consideración del plenario, lo que creo que va en contra 
de lo que hoy por hoy se reclama en el interior del país. 


En el plenario se cuestionaron dos aspectos. En primer lugar, que el delito se limitara al medio rural. Al 
respecto, según cuestionó el señor Diputado Silveira, solo se cometería abigeato fuera de las ciudades o 
pueblos a pesar de que en muchas ciudades del interior e, inclusive, en Montevideo, se cometen delitos con 
características de abigeato. 


En segundo término, en cuanto al artículo 259 bis proyectado, lo que refiere al comiso del sustitutivo o 
subsidiario y a la multa allí prevista también recibió críticas en el plenario. Se plantearon varias dudas que 
surgen de la redacción propuesta. Primero, ¿cuál sería la naturaleza jurídica de la medida de comiso prevista? 


¿Es reparatoria de la víctima o sancionatoria como pena accesoria? ¿Cuál sería el procedimiento a seguir? 
Los comisos previstos, ¿se decretan en el mismo auto de procesamiento o el día en que se establece la 
condena? Inclusive, existiría una tercera posibilidad: que llevara un proceso independiente. 


En el primer caso podríamos estar ante un prejuzgamiento en tanto en el auto de procesamiento importa solo 
la convicción racional del Juez competente de la existencia de semiplena prueba y la consiguiente sujeción 
del procesado al expediente y a la sede, sin que implique una sanción. 


Tampoco parecería aconsejable establecer una sanción tan trascendente como la que prevé el proyecto 
aprobado por el Senado, porque ello puede obstaculizar la aplicación del artículo 135 de la Constitución. 
Además, no estamos ante delincuentes marginales que roban una oveja para comer, sino ante una situación 
ligada a la faena clandestina, al contrabando, a la delincuencia organizada y a daños económicos 
exhorbitantes. 


La tercera objeción que planteaba tiene que ver con la penalidad. Por un lado, encontramos la virtud del 
proyecto de eliminar el mínimo de penitenciaría. En los hechos, cuando se busca sancionar con mayor 
gravedad y se pone un mínimo de penitenciaría, lo que se logra es el efecto contrario, porque por esa 
dicotomía tan dura los Jueces buscan ser menos severos ante el hecho en sí mismo. El hecho de que se 
pusiera un límite no excarcelable era un obstáculo para la búsqueda de una mejor respuesta de la sociedad 
ante este problema. Sin embargo, la reducción del máximo de la pena de doce a ocho años parece una 
solución inapropiada en este momento porque lo que se está esperando de nosotros es una respuesta más dura 
ante el problema. 


Desde mi punto de vista, uno de los problemas que quedan planteados frente a estas modificaciones es si se 
va a hacer lugar o no a que sea fuera de la ciudad. No sé si la señora Diputada Saravia Olmos tiene la 
intención de eliminar esa idea. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Ya hemos presentado en Sala un sustitutivo por el que se propone 
eliminar "el que fuera de las ciudades o pueblos". Paso a leer lo que propusimos. Dice así: "Comete el 
delito de abigeato y será castigado con tres meses de prisión a seis años de penitenciaría el que" -ahí 
sigue- "con intención de matar diere muerte, faenare o se apoderare de ganado vacuno, bovino, 
caballar, etcétera". O sea que se elimina la expresión "fuera de las ciudades o pueblos". Este era uno 
de los temas a considerar porque es cierto que si se tiene una vaca en los aledaños de la ciudad, como 
ocurre muchas veces, y es robada, no se considera abigeato sino hurto. Este planteo fue realizado por el 
señor Diputado Silveira, quien pedía que se mantuviera lo que había establecido el Senado. Además, es 
lo que ocurre en la realidad: se roba mucho a los que tienen las chacras en los aledaños. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ..- Estuve buscando antecedentes y realmente esto no surge en el Código 
Rural inicial, sino que es posterior. Aparentemente, el fundamento de que sea fuera de las ciudades y 
de los pueblos viene desde Carrara, quien señalaba que la esencia de la diferencia entre abigeato y 
hurto se da cuando el dueño del animal se ve obligado a dejarlo vagar libremente o a tenerlo en lugares 
remotos que no puede custodiar. Inclusive Cairoli pone un ejemplo muy típico que es el del caballo de 
carrera. No es lo mismo que se robe un caballo pura sangre, que puede ser mucho más oneroso en el 
Hipódromo de Maroñas, que una oveja en el campo; sin embargo, la penalidad es mucho más severa 
para el caso del abigeato que para el del hurto. 


Desde el punto de vista técnico, Bayardo establecía que esta era una condicionante del precepto y no una 
condición objetiva de punibilidad; o sea que no es un eximente de pena el hecho de que sea fuera del centro 
urbano, del pueblo o de la ciudad, sino que integraba la descripción típica del abigeato. Dicho de otra 
manera: en un caso estamos ante abigeato y en otro ante un hurto. El caso más claro es el del caballo del 
Hipódromo de Maroñas. 


A partir de ahora, ¿qué va a suceder si borramos totalmente la referencia? Si se roba un caballo en el 
Hipódromo de Maroñas, que entra dentro de la tipificación prevista en el Código, ¿estamos ante abigeato, 
hurto o, eventualmente, ante un hurto agravado? En principio creo que esa es la gran dicotomía que tiene hoy 
la Comisión: decidir si a partir de ahora al abigeato se le borra la referencia típica, la condicionante del 
precepto y queda genéricamente como que puede definirse un delito de abigeato en la ciudad. Sería una 
especie de contradicción en sí misma. Quizás, la solución habría sido cortar por el medio. Queda claro que 


hay una situación indefinida en los suburbios y que lo que podría excluirse serían los centros urbanos; se 
podría dejar "fuera del centro urbano" y que el Juez establezca el límite geográfico del delito. 


Hoy por hoy, ha cambiado la composición de la ciudad. Analicemos Montevideo: prácticamente no tiene 
zona rural. 


SEÑORA PERCOVICH.- La mitad del departamento es rural. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Pero si uno se guía por la constitución física, desde el punto de vista 
urbanístico, no podría tener ese criterio. Por consiguiente, creo que es un tema que habría que definir, 
que dejar laudado aquí en la Comisión porque de lo contrario otra vez vamos a discutirlo en el 
plenario en vez de avanzar en el asunto. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Yo no tengo ningún problema; me allano a la exposición que ha hecho 
el señor Diputado Rodríguez Altez, que desde el punto de vista técnico es inobjetable. Quiere decir que 
tendríamos que hilar fino para ver cómo solucionar el problema de los suburbios, ya que es un tema 
que preocupa. Fue el planteo que realizó en Sala el señor Diputado Gustavo Silveira; parece que en 
Cerro Largo ese problema es grave. De todas maneras, desde el punto de vista técnico, el señor 
Diputado Rodríguez Altez tiene toda la razón, así que yo no tendría ningún inconveniente. 


SEÑOR ORRICO.- Creo que está bien lo que se ha discutido y más porque fueron temas de debate en 
el plenario, pero vamos en orden, tratemos las cosas de a una, porque estamos considerando primero el 
agravante de la modificación del artículo 259 del Código Rural -que insisto en que no es un agravante-, 
segundo, el tema del decomiso y también lo relativo a eliminar la distinción entre hurto y abigeato. Si 
eliminamos esta distinción, quien roba una gallina en Malvín comete abigeato. Es algo muy gráfico 
pero es así. Lo que propongo es que nos ordenemos. 


Dado que en el texto aparece lo del agravante, tratemos primero el agravante. No tengo ningún 
inconveniente; además, me resultó brillante la exposición que hizo el señor Diputado Rodríguez Altez, ya que 
dio el justo punto de dónde estamos parados. 


Técnicamente me parece un disparate eliminar la distinción entre hurto y abigeato porque tienen 
condicionantes distintas. No es lo mismo cuidar animales que uno no ve a cuidar animales que tiene en el 
fondo de la casa. Esa es la razón de la distinción; de lo contrario ¿qué sentido tiene? El abigeato es una 
especie dentro del género hurto. Es un delito contra la propiedad. Entonces, propongo -si bien todo ha sido 
muy bien planteado y ha sido muy enriquecedor- que para ir resolviendo los temas vayamos tratándolos de a 
uno. 


SEÑOR BARRERA.- En el mismo sentido del señor Diputado Orrico, hice una propuesta previa a 
todo esto porque sobre la base de si se vota en forma afirmativa o negativa se puede entrar en lo 
demás. ¿Qué quiero decir con esto? Nosotros vamos a ordenar por títulos. Acá tenemos hace varios 
meses un proyecto sobre abigeato y varios proyectos sobre seguridad rural. Hicimos una opción 
política: la de tratar primero abigeato, en virtud de que aparentemente el proyecto de la Mesa Central 
de Abigeato no iba a tener reticencias desde el punto de vista de su aprobación rápida en el 
Parlamento. Entonces, primero votamos abigeato, después los proyectos que tienen que ver con 
seguridad rural -y en ese sentido hay proyectos del Partido Nacional, del Frente Amplio, del Partido 
Colorado- y luego entramos en la discusión posterior 


Cuando esto fue al plenario, efectivamente existían dos o tres cuestionamientos. Uno ya adelantado por el 
señor Diputado Orrico en esta Comisión -no hizo más que cumplir con lo que nos había dicho de antemano 
en este recinto- y otros que propusieron tanto los señores Diputados Rodríguez Altez como Gustavo Silveira 
y otros legisladores respecto a uno de esos artículos. Entonces, viendo la realidad política y práctica de este 
año, digo que es bueno ratificar la voluntad de sacar primero un proyecto de ley sobre abigeato y luego uno 
sobre seguridad rural. En virtud de que muchos de los cuestionamientos son compartibles -tanto los 
planteados por el señor Diputado Orrico como los que acaba de mencionar el señor Diputado Rodríguez 
Altez, y otros que se han mencionado en Sala-, planteo si estamos dispuestos a aprobar el texto del Senado tal 
como viene, de forma tal de que se transforme en ley y sea una señal clara de que cumplimos con el primer 


objetivo que era legislar en materia de abigeato. Luego deberíamos tratar los proyectos de seguridad rural, a 
los cuales también se les podría hacer algunas modificaciones en el sentido de corregir el abigeato. Lo que 
temo es que esta sea una discusión muy enriquecedora para todos en la que discutamos las distintas 
alternativas, pero que al final de la Legislatura no hayamos aprobado ni siquiera un proyecto de ley sobre 
abigeato. Me preocupa que no demos una señal muy clara, sobre todo a esos sectores, de que estamos 
legislando en esa materia. 


Propongo que se discuta si es viable votar el proyecto de ley del Senado tal como viene ya que, además, por 
las dos críticas más grandes que se le han hecho, hasta sería más cercano a la afirmación de ustedes que el 
que proyecto que elaboramos en Comisión. En definitiva, se tomarían más elementos de las dos posturas de 
ustedes si se aprueba el proyecto del Senado que si se aprueba el planteado por nosotros. Quiero que se me 
conteste esta primera iniciativa, si contamos o no con los votos para poder seguir avanzando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincido con el señor Diputado Barrera en que esta es una cuestión previa. Si 
lo que vamos a plantear tiene éxito, el resto de la discusión está de más. Opino que lo que se aprobó en 
la Comisión de la Cámara de Diputados es mejor que lo que salió del Senado. Entonces, me parece que 
es ir a una redacción inferior. A su vez, no soluciona los temas que planteó el señor Diputado Rodríguez 
Altez y que se expusieron en el Plenario, es decir, el agravante especial que establece el numeral 1* del 
artículo 259 y si se tipifica abigeato en los centros urbanos. Ese es el dilema: ir al proyecto del Senado 
no soluciona, simplemente ganamos en economía procesal. 


SEÑOR LACALLE POU.- Como dice un amigo mío, no hagas moñas que vamos perdiendo. Creo que 
debemos pasar a votar el articulado porque la propuesta del señor Diputado Barrera no prosperó. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera recordar que decidimos trabajar sobre algo que nos trajeron las 
propias organizaciones involucradas, que se pusieron de acuerdo. Yo comparto que no hay tiempos 
políticos, pero depende de la voluntad que pongamos dar respuesta a gente que se organizó, discutió y 
nos hizo una propuesta. Nosotros simplemente estamos tratando de ver cómo acordamos con la 
legislación actual para que el proyecto salga bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, como propone el señor Diputado Lacalle Pou, avanzaremos en el 
proyecto tal como fue aprobado por la Comisión. 


Vamos a concentramos en el artículo 258 y quienes desean hacer modificaciones, que las planteen. Yo creo 
que lo aprobado en Comisión está bien, pero en Sala se presentó una propuesta de modificación firmada por 
la señora Diputada Saravia Olmos. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- La propuesta fue firmada por los señores Diputados Gustavo Silveira, 
Araújo y quien habla y eliminábamos la expresión "fuera de las ciudades o pueblos". Sin embargo, me 
allano a lo que planteaba el señor Diputado Rodríguez Altez. Lo que podríamos hacer es hilar un poco 
más fino para que se pudiera contemplar ese problema de los suburbios, punto sobre el cual hizo 
hincapié el señor Diputado Silveira. El decía que hay quien tiene una vaca lechera de la que se 
beneficia no solamente la propia familia sino también el barrio, y cuando es robada, se genera una 
verdadera tragedia. A eso apuntaba. Pero también comprendo la exposición técnica a que hizo 
referencia el señor Diputado Rodríguez Altez, que fue impecable, y realmente, si cambiamos eso 
estamos modificando toda la legislación. Yo no me percaté de ello en Sala, pero realmente es así. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Es mucho más contundente el ejemplo del señor Diputado Orrico del 
robo de la gallina en Malvín, que es totalmente gráfico. Para allanar la salida se podría decir "centro 
urbano de ciudades o pueblos". Porque veo que si mantenemos el texto, los Jueces van a aplicar 
estrictamente el criterio de que aunque se trate de figuras idénticas al abigeato, en los suburbios no se 
van a tipificar. En cambio, si hay una modificación en la norma tradicional que, aparentemente, 
intenta precisar el alcance que tuvo en su momento el Código Rural para hablar de ciudades o pueblos, 
estaríamos dando una señal de que el cambio radica en que puede cometerse el delito de abigeato, si 
tiene la misma descripción típica, aun cuando se trate de los suburbios. Eso fue lo que plantearon los 
señores Diputados que hicieron llegar a la Mesa la propuesta de modiflicación, aunque era mucho más 
drástica, porque eliminaba totalmente la referencia a ciudades y pueblos, y ahí caíamos en lo anterior. 


SEÑOR LACALLE POU.- Comprendo el giro que el señor Diputado Rodríguez Altez le quiere dar al 
tema, pero no me cierra y lo que vamos a hacer es mezclar y no aclarar. De todas formas, aprovecho 
para plantear que en el artículo 258 se explica quién comete el delito de abigeato, que hurta lanas, 
pieles, plumas o cerdas ajenos y también menciona al que marcare o señalare, borrare o modificare. 
Entonces, parece que tiene que realizar las dos actividades conjuntamente. No es solamente el que se 
apodera o sustrae, sino que también debe marcar o señalar, borrar o modificar las marcas en los cueros 
ajenos, etcétera. Me parece que "y' señala una sumatoria de acciones y no solamente una, pero estoy 
dispuesto a que me "desasnen' una vez más. 


SEÑOR ORRICO.- Ojalá yo tuviera capacidad para "desasnarlo" a usted, señor Diputado, que es 
muy inteligente. Como rival, preferiría a alguien que tuviera que desasnar. Usted es muy inteligente 
para eso. 


En realidad, me parece que la interpretación correcta es que el "y" se refiere a que cometen el delito los que 
hacen tanto una cosa como la otra. Surge claramente del texto y es una interpretación razonable y racional 
con respecto a lo que se está queriendo poner. Entonces, no creo que en la práctica diaria esto dé dificultades 
en absoluto, porque el "y" es englobante de los tipos de acciones y no de la acumulación y si no, no hay 
delito. No es así porque sería bastante absurdo. Me parece que en la interpretación de las normas esa 
dificultad no se va a dar. 


Por otra parte, creo que hay que mantener la distinción entre hurto y abigeato porque son dos cosas distintas, 
medios distintos e, inclusive, sociológicamente, no solo desde el punto de vista jurídico, las cosas son 
distintas. Me parece que esto debe quedar como está. Por otra parte, las organizaciones afectadas no hicieron 
ningún problema al respecto; por el contrario, es parte del acuerdo al que llegaron. 


Entonces, me parece que es complicado introducirnos en esto, teniendo en cuenta, además, que la mayoría de 
las diecinueve Intendencias prohibe la explotación de estos animales en zonas urbanas y suburbanas. Está en 
los decretos de las diversas Juntas y demás. En realidad, creo que no tiene sentido que cuando se roba una 
vaca en un tambo instalado en una zona suburbana sea un hurto y cuando se roba en el medio del campo, sea 
un abigeato. De otra manera, no tiene sentido la distinción. Hacemos un gran delito de hurto, para lo cual 
habría que revisar todo y decir que no admitimos más la diferencia y que, por lo tanto, vamos a crear un gran 
delito de hurto al que vamos a calificar según el lugar donde se cometa y alterando las penalidades. Desde el 
punto de vista científico, esto exigiría un punto de partida distinto al que se utiliza acá, un método 
revolucionario en el sentido de cambiar toda la estructura vigente sobre estos delitos para hacer una 
absolutamente nueva. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- ¿El señor Diputado Rodríguez Altez había planteado algo con respecto 
a las penas? 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Lo único que traté de hacer -equivocadamente, como después me lo 
hicieron ver- fue repasar lo que se planteó en el plenario a los efectos de allanar el trabajo. En cuanto 
al artículo 258, la única observación que teníamos era la condicionante del precepto de ciudades y 
pueblos. Si no hay una solución intermedia, me inclino por lo que plantea el señor Diputado Orrico, es 
decir, mantener el artículo como está, porque de esa manera no innovamos en una situación realmente 
compleja como sería alterar la legislación existente en materia de hurtos, lo que llevaría a una 
situación poco técnica de dudosa interpretación para los Jueces. Todo obedecía a que si se quería 
contemplar ese aspecto, en el que tanto insistió el señor Diputado Gustavo Silveira -quien no integra la 
Comisión-, podía haber una fórmula intermedia que sin perder la referencia hiciera la aclaración. Sin 
embargo, reconozco lo que dice el señor Diputado Lacalle Pou, que las situaciones eclécticas son las 
más peligrosas porque, en definitiva, tienen los vicios de los dos extremos. Si no queremos correr ese 
riesgo, propongo que se mantenga como está. 


Por otro lado, si existe el temor de que se presente en el plenario y sigamos empantanados en la discusión, 
habría que intentar un análisis como este. Esto no es nuevo. Ya sucedió con la faena clandestina y se generó 
una jurisprudencia contradictoria en todo el país porque era delito en el interior y no en Montevideo. También 


hay normas en materia de legislación de arrendamientos rurales, el propio Código Rural, en su artículo 283, 
etcétera. Es decir que hay referencias a la distinción entre ciudades y pueblos y el resto de la campaña. Pero, 
sin duda, esa realidad superó a la legislación; era típica de los años 1940 y 1950, cuando los pueblos estaban 
perfectamente determinados. Lo que menciona el señor Diputado Orrico es cierto y lo confirman las 
legislaciones de las Juntas Departamentales. Existen múltiples decretos que dejan esa confusión porque hay 
una zona intermedia entre el casco urbano y el campo, la zona suburbana, que no está contemplada en la 
legislación. De todas maneras, es cierta la observación que formuló el señor Diputado Lacalle Pou: si 
innovamos, corremos el riesgo de recibir las críticas de los dos extremos y no llegar a una solución. De 
cualquier manera, me parece que sería un tema a tener en cuenta en materia legislativa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con relación a lo que señala el señor Diputado Rodríguez Altez, me parece 
que en todo caso, esto es una carencia de los Gobiernos Departamentales por no haber definido las 
zonas urbanas, suburbanas y rurales. Si se definen claramente los límites, el Juez tendría cómo 
moverse con la legislación actual y también con las normativas de inspección en cuanto a qué animales 
están en esas áreas. Obviamente ahí nos meteríamos en un tema de autonomía municipal, si es que hay 
una falencia de la propia Junta Departamental de determinar esos límites en acuerdo con el 
Intendente. Este es otro tema que debería tenerse en cuenta. ¡Ojalá, señor Diputado, tuviéramos una 
ley orgánica municipal! Este tema ha sido largamente anunciado en esta Comisión, pero nunca 
pudimos tratarlo. 


SEÑOR LACALLE POU.- De todas maneras, creo que no se trata de una falencia de los Gobiernos 
Municipales. Recién estaba haciendo memoria en cuanto a que hay una infinidad de localidades del 
interior, como por ejemplo el pueblo Colón y Mariscala que están en esa situación. En el centro del 
pueblo de Mariscala hay lugares que parecen zona rural. Es más: hay gente que allí tiene unos boxes, 
unas gallinas y hay un descampado donde, precisamente, se produce el abigeato porque el animal está 
lejos del alcance del dueño. 


Me parece que estaríamos entrando en la casuística, que no es buena ya que se trata de algo específico y se 
dejan afuera algunos elementos; queda afuera lo que no está incluido. Por ello, me parece que cuanto más 
abarcativo sea el texto, mejor, y yo estaría dispuesto a votar esta iniciativa. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Me gustaría convencer al señor Diputado Lacalle Pou, siguiendo un 
poco la línea de razonamiento de la señora Diputada Percovich. Me parece que sería un buen camino 
la introducción de una pequeña modificación en el texto, a fin de que diera oportunidad al Juez de 
analizar los hechos, de acuerdo con su libre criterio racional. ¿Por qué digo esto? Porque si hacemos 
una modificación a una norma que está vigente desde hace tiempo, que mantiene la referencia de 
ciudades y pueblos y agregamos simplemente "centro urbano de ciudades y pueblos", el Juez podría 
interpretar que se produce abigeato, por ejemplo, tanto en Mariscala como en Pirarajá, que son 
lugares donde típicamente se comete este delito. 


De la forma en que estamos legislando, llegamos a la solución contraria a lo planteado por el señor Diputado 
Lacalle Pou, es decir, ahí no se cometería el abigeato; queda clarísimo. 


En Cerro Largo, en el mismo lugar que planteaba el señor Diputado Silveira, se comete el mismo tipo de 
delito porque me imagino que se trata del mismo contexto, es decir, que la situación se da en una zona rural, 
en las afueras de la ciudad de Melo. Entonces, con esta nueva redacción, no se cometería el delito de 
abigeato. 


En las zonas rurales importantes que hay en Montevideo, va a ser bastante difícil que los Jueces puedan 
decretar el abigeato. Pero, reitero: entre un mal y el otro, me quedo con el primero, porque desnaturalizar al 
abigeato sería un grave error técnico. Entonces, u optamos por mantener la norma como está o le 
introducimos una pequeña modificación que, en definitiva, no será de responsabilidad del Poder Legislativo 
aplicarla, sino del Juez el interpretarla. Por este motivo, sería bueno dar al Juez una chance para que 
interprete si se da una situación como esa. 


SEÑOR BARRERA.- Como conozco los argumentos manifestados en Sala por el señor Diputado 
Silveira -no soy representante del señor Diputado Silveira pero sí de su sector- quiero decir que él ha 


planteado esta cuestión en la bancada en reiteradas ocasiones. Lo que él dice con claridad es que, de 
pronto, se da la situación de que a 300 metros o a 100 metros de distancia ocurre el mismo episodio y a 
uno se lo castiga con una pena y al otro con una distinta. Más allá del objeto tutelado, del punto de 
vista de la desnaturalización o no, de lo que es el abigeato y el hurto, creo que más que estar 
preocupado por la distinción jurídica, lo está por los efectos prácticos que ello tiene. Esto hace que un 
mismo hecho se castigue con una pena en un lugar y a 300 metros se castigue con una pena distinta. 
Entonces, si aplicáramos la misma pena en las dos situaciones, no habría ninguna dificultad, ya que se 
trataría de una cuestión netamente jurídica y solo habría que determinar si se comete el delito de 
abigeato o de hurto. 


El señor Diputado Silveira planteaba que había una diferencia sustancial en materia de penas porque si el 
mismo episodio se comete en un lugar se aplica una pena, y si ocurre a 300 metros, otra distinta. 


Quería manifestar el punto de vista del señor Diputado Silveira en este tema -ya que hoy no nos acompañó-, a 
fin de que conste en la versión taquigráfica. Evidentemente, no voy a entrar en una discusión sobre este 
asunto porque él no está presente. 


SEÑOR ORRICO.- Me parece muy razonable lo que dice el señor Diputado Barrera de lo que piensa 
el señor Diputado Silveira, pero eso se da en todas las disyuntivas que tiene el Derecho. Salgamos un 
instante del Derecho Penal y podremos ver que -aprovechemos que está presente la escribana Saravia 
Olmos- el mismo hecho, protagonizado por las mismas personas con unas pocas horas de diferencia, en 
un caso es nulo y en el otro es válido porque, por ejemplo, si un individuo antes de su cumpleaños 
número 18 firma una compraventa, es nula, pero al otro día si esa misma persona lo hace, es un hecho 
válido. Lamentablemente, la ley es muy finita e incapaz de recoger todos los matices que se dan en la 
conducta. Por tanto, es un tema más de filosofía del Derecho que de cómo resolvemos este asunto. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Si no estamos todos de acuerdo, me inclino por dejar como está 
redactado el texto del artículo 258. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Las opciones son: mantener la norma como está, señalando los 
problemas prácticos que se dan y que hoy hemos planteado acá, o introducir una modificación que 
permita al Juez analizar el caso. La modificación sería: "[...] en el centro urbano de ciudades o 
pueblos, se apoderare [...]'. Esta modificación en la redacción de este artículo tendría que contar con la 
aprobación unánime antes de que se plantee en el plenario. Entre las dos opciones me parece que no 
tenemos más remedio que mantener el abigeato. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- En este caso lo dejaríamos como está. 


Por otra parte, como el Diputado Silveira está de licencia, quiero señalar que él planteó que en la redacción 
de la Comisión se expresa: "[...] se apoderare con sustracción, [...]", que es la vieja redacción del Código 
Rural. El Diputado Silveira piensa que en ese caso se podría adoptar la redacción del Senado que establece: 
"a) Con intención de matar diere muerte, faenare o se apoderare con sustracción [...]", porque ahí quedarían 
contempladas algunas situaciones que actualmente no lo están. A veces no se puede probar el apoderamiento 
con sustracción porque se mata al animal, se lo faena y se lo deja tirado para escapar. Entonces, cuando 
aprehenden a quienes cometieron el delito no pueden probar que tenían al animal en su poder. Por este 
motivo, el Senado dio este giro a la redacción agregando ese texto. De esta manera se amplía el radio de 
acción en cuanto a la prueba ya que en algunos casos no encuentran a la persona con el animal, lo que hace 
difícil constatar el delito. Muchas veces ocurría que estaban faenando al animal y no podían configurar el 
delito porque cuando aprehendían al delincuente no tenían al animal y simplemente estaba tirado. 


Me parece que este es un cambio que deberíamos introducir en la redacción; es un elemento que no tuvimos 
en cuenta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el artículo 258 quedaría redactado de la siguiente manera: 
"Comete el delito de abigeato y será castigado con tres meses de prisión a seis años de penitenciaría el 
que fuera de las ciudades o pueblos con intención de matar, diere muerte, faenare o se apoderare con 
sustracción [...]". A partir de allí, continúa la redacción aprobada originalmente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1*. 
(Se vota) 
Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 2*. 


SEÑOR ORRICO.- Dado que este fue uno de los aspectos que estuvo en conflicto en la sesión del 
plenario; recuerdo que muchos Representantes de departamentos del interior, de todos los partidos, 
preguntaban qué ocurriría cuando se diera la participación de dos personas que fueran parientes, por 
ejemplo, padre e hijo, yerno y suegro, o con otras relaciones que en la vida rural se dan. Este aspecto 
también fue discutido en esta Comisión y no logramos alcanzar una fórmula que englobara qué era el 
parentesco, metiéndonos en un lío del que no pudimos salir. 


Por lo tanto, para tratar de aliviar esto estuve conversando con diversos Diputados del interior del país, y 
propongo -algo que les pareció razonable- que en el numeral 19) del artículo 259 del Código Rural se 
estableciera: "Si el delito se ejecutara con la participación de dos o más personas, excepto cuando estén 
unidas por lazos familiares y cohabiten en la misma casa habitación". 


De esta forma incluimos dos elementos: uno es el lazo familiar -no importa de qué naturaleza- y el otro es 
que cohabiten en la misma casa habitación. Evidentemente, los conceptos de banda, de multiplicidad de 
actores y demás, son distintos a como están planteados en el proyecto. 


Esto es muy sencillo y me parece que nos metemos en estos líos porque confundimos causas agravantes con 
delitos a los que damos cierta autonomía. Así tal cual está redactado, cuando participan más de dos personas 
lo que hay es un delito distinto, que se castiga diferente. No es un agravante, es otra figura, pero como lo 
cometieron más de dos personas, es otra figura y le damos más pena. Reitero que la intención es aliviar esto, 
que me parece que es una situación que no debe ser la más común, pero que puede darse. 


Por otro lado, los señores Diputados saben que generalmente me quedo hasta que finalicen las sesiones de la 
Comisión pero hoy a la hora 11 y 30 tengo una reunión con el doctor Fernández Chaves, a quien solicité una 
entrevista por problemas de seguridad en un barrio de Montevideo. Lo llamé ayer de tarde y él tuvo la 
gentileza de revisar su agenda y quedamos para hoy a la hora 11 y 30. No solo estoy agradecido sino que voy 
a cumplir llegando en hora. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de que se retire el señor Diputado Orrico quiero decir que voy a 
solicitar a la Secretaría de la Comisión que recombine una reunión para la próxima semana con el 
Colegio de Abogados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Temo que con esta distinción formulada, en el futuro también 
ingresemos a distinguir familias que se volvieron delincuentes y terminemos protegiendo delincuentes. 


Si bien el fundamento de fondo es obvio, no alcanzo a entender cómo puede operar jurídicamente la 
distinción que plantea el señor Diputado Orrico en todas las situaciones que se dan en la legislación cuando 
hay participación de dos o más protagonistas del delito. Ese fenómeno se está dando en todos los delitos, y no 
solo en el abigeato. 


SEÑOR ORRICO.- Yo busco una fórmula de acuerdo, porque no me conforma esta redacción. En 
realidad, la dejaría tal cual está, es decir, '"con la participación de dos o más personas". Si hacemos un 
delito solo, el agravante realmente es un agravante; si son "dos o más personas", tendemos a llevar la 
pena al máximo, pero no es el caso. Cuando se trata de dos o más personas -o solo dos- la penalidad 
aumenta un 40% -no hice cálculos pero debe ser así-, es mucho más grave. Entonces, como no estoy de 
acuerdo con la base de que se parte, busco un mecanismo de consenso. Entonces, si establezco "excepto 
cuando estén unidas por lazos familiares y cohabiten en la misma casa habitación", estoy 
contemplando esas situaciones de padre e hijo, y demás, que roban para comer, y todas esas situaciones 


que están en el límite, que siempre son difíciles de precisar hasta dónde se roba por hambre y hasta 
dónde se lo hace con otros fines. 


Por lo tanto, como mencionaba hoy después de la intervención del señor Diputado Barrera, lamentablemente, 
el Derecho es muy finito y los seres humanos también somos muy finitos, y nos es muy difícil atrapar en 
contenidos gramaticales -eso también es la ley- todas las complejidades de las situaciones; por lo menos, 
podríamos agregar esto como un elemento, que es un delito, pero no es tan grave como aquí se establece. 


A mi juicio, deberíamos hacer un solo delito de abigeato y establecer como agravante la pluralidad de 
agentes. Si es un agravante, no aumentemos las penas, porque si decimos que es un agravante especial y la 
pena aumenta de tal forma, estamos creando otra figura. 


Hay una figura que tiene un sujeto activo que es singular: "el que", y hay otra figura que tiene sujeto 
pluriparticipativo: "los que". Yo no estoy de acuerdo con esa forma de redactar; además, en los nueve años 
que llevo en esta Casa se ha llamado agravante a lo que para mí no lo es, dándole autonomía a la figura penal. 
Por estos motivos propongo un camino intermedio. 


En el medio rural es muy fácil demostrar si dos personas viven o no juntas; no es la prueba imposible que se 
daría en Montevideo o en los importantes centros urbanos, por ejemplo Paysandú con 70.000 habitantes. 
Reitero que es muy fácil demostrar en el medio rural que dos personas son parientes y viven juntas; no creo 
que esto genere problemas. Además, la conducta será punible. No es que yo diga "Si son padre e hijo esto no 
es punible". No digo esto, sino que si son padre e hijo no aplico esto que la ley -a mi juicio mal- llama 
agravante especial. 


SEÑOR LACALLE POU. Yo me he criado parte de mi vida en campaña y muchas veces escuché decir: 
"¡Pa! ¡Esos son los hermanos Tal, son fatales! A mi juicio, en el caso del abigeato, es un agravante que 
sean familiares, porque se conocen de memoria. Y como en general el abigeato se realiza en 
circunstancias difíciles y de noche, hay que conocer los trillos, las picadas, los alambres y dónde cortar; 
cuanto más se conozcan, más de memoria juegan. 


No veo la vinculación entre el hecho de que sean familiares y que roben para comer. El Juez rápidamente 
sabrá si estas personas roban para comer o no, y la pena será distinta. 


Además, como ya estuvimos hablando de un delito geográfico, dependiendo del lugar en que se produzca; en 
campaña quien roba para comer tiene una actitud totalmente distinta. En primer lugar, muy pocas veces roba 
para comer, porque pide y se le da; en campaña sigue existiendo eso. Y si no le da la cara para pedir, carnea y 
cuelga el cuero en un alambre. En campaña es muy difícil que se de eso de que "salió la familia a robar". Yo 
conozco familias con nombre y apellido, sé quienes son los que dejan cueros colgados en los alambres y todo 
el mundo sabe que de vez en cuando pasan y se echan un carpincho al hombro porque realmente lo necesitan. 
Estamos en un submundo en el que la gente se conoce y que cuando se cometen estas otras acciones no creen 
que se trate de un hurto famélico sino de una actitud de comercio, con fines económicos y no alimenticios. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Comparto lo señalado por el señor Diputado Lacalle Pou. Es más, en 
1990 cuando esta ley se discutió en el Senado y en la Cámara de Representantes, la discusión se centró 
en que ya no existía el abigeato de antaño, es decir, robar para comer. Precisamente, lo que hoy se está 
combatiendo y lo que las organizaciones plantearon es terminar con esa organización de gran robo de 
ganado y de lo que en este proyecto se indica. Creo que este es un gran avance porque se pudo superar 
algunas críticas que existían en la doctrina con respecto a que, por ejemplo, quien robaba plumas de 
ñandú terminaba preso por abigeato, pero quien robaba ese animal no. Esto ha sido corregido. 


Por otro lado, si bien comparto lo señalado por el señor Diputado Orrico respecto a que cuando hay una 
figura agravada y se le establece una pena se está constituyendo un nuevo delito, eso no lo vamos a corregir 
por el lado del parentesco. Me parece que no podemos introducir un nuevo elemento porque estaríamos 
generando una gran distorsión. Por lo tanto, propongo que se vote tal cual estaba redactada la norma. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No me gustaría reducir el número a dos, pero lo aceptaría si alguien puede 
explicarme por qué se elimina de la redacción propuesta por la Cámara de Representantes y por el 


Senado lo establecido en 1990, es decir, la participación, la ejecución en banda. Se podría dejar "en 
banda" con la participación de dos o más. Lo de "banda" apunta a lo que decía el señor Diputado 
Lacalle Pou, que es una acción sistemática, con un patrón de conducta, es decir, roban hoy para comer, 
mañana para vender y dentro de dos días para traficar. Si dejáramos establecido "en banda" 
mantendríamos un aspecto tradicional de organización, pero no importa si cohabitan o no, o si son 
padre e hijo. El caso dudoso estaría cuando se dice "el Juez puede resolver". 


Por lo tanto, la propuesta de redacción sería "Si el delito se ejecutara en banda con la participación de dos o 
más personas". 


De esta forma mantendríamos la modificación de 1990, pero en lugar de tres establecemos dos. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


Seis por la afirmtiva: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR BARRERA.- Quisiera hacer una pregunta sobre el segundo inciso del artículo 1” de este 
proyecto de ley. 


Habiéndose aprobado la ley sobre medidas alternativas a la prisión, ¿esto no sería redundante? 
SEÑOR LACALLE POU.- ¡No! 


SEÑOR BARRERA.- Esto fue pensado sin la aprobación de esa ley. No pretendo reabrir un debate, 
pero sí conocer. 


SEÑOR LACALLE POU.- Esto lo que hace es dar el pie. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Continuamos con el artículo 259 bis. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Voy a proponer una redacción sustitutiva que dice lo siguiente: "El 
Juez actuante dispondrá el comiso de los bienes objeto del delito y serán inmediatamente entregados a 
la víctima que acredite la propiedad de los mismos. Si dentro del plazo de quince días no se acredita la 
propiedad o no se conoce la víctima se procederá de igual manera al destino de los bienes que se refiere 
a continuación". 


Planteo esto porque hay dos instancias bien definidas. Una de ellas es que si se recupera el bien objeto del 
abigeato lo lógico es que sea entregado al dueño. Hay que dar seguridades para ello; no podemos introducir 
otro tipo de medidas que generan una especie de expropiación de un bien que se ha logrado recuperar. 


En segundo término, también se dispondrá el comiso de todo elemento que directa o indirectamente fuere 
empleado en la comisión del delito, pero creo que hay que aclarar esa suerte de comiso subsidiario que en 
Sala generó algunas interpretaciones que rechinaban y podían inducir a confusiones. Propongo la siguiente 
redacción: "Asimismo el Juez actuante, en la sentencia condenatoria impondrá una multa en Unidades 
Indexadas, por un monto equivalente al valor venal de los bienes objeto del delito y que se deberá estimar en 
el decreto de procesamiento de acuerdo a las pruebas que surjan de las actuaciones". Por un lado, definimos 
que la multa debe imponerse en la sentencia condenatoria, no en el procesamiento y, por otro, que se 
establecerá en Unidades Indexadas, para que no quede congelada en el tiempo y pierda relevancia, pues los 
procesos son muy largos. Ya en el decreto de procesamiento estamos exigiendo que haya una estimación; de 
lo contrario, sería una dura tarea para el Juez actuante tener que retrotraerse en el tiempo para reconstruir la 
situación en que se cometió el delito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que nos acercara esa propuesta por escrito, a efectos de que nos 
tomemos algunos días para analizarla. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Si el señor Presidente me lo permite, voy a redondear mi 
pensamiento. 


El artículo terminaría con la siguiente redacción: "La sentencia que determine la multa, una vez pasada en 
autoridad de cosa juzgada constituirá título ejecutivo, de la que será titular el Ministerio del Interior, que 
tendrá la responsabilidad de ejecutarla y el destino de la misma será el 50% a cualquier entidad pública que 
haya participado, directa o indirectamente, en la incautación o decomiso de los mismos y el 50% para 
proventos de la Jefatura de Policía del Departamento". 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El resto del artículo 259 quedaría igual? 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Este es un sustitutivo para la introducción que refiere exclusivamente 
a la entrega al damnificado, que debe ser prevista. 


(Diálogos) 


SEÑOR LACALLE POU.- Debo plantear una observación al minucioso trabajo realizado por el señor 
Diputado Rodríguez Altez. Yo no estoy de acuerdo en hablar de la devolución por parte del Juez al 
dueño de los efectos incautados; eso va de suyo. Si no fuera así, de aquí en más, en todos los delitos en 
los que hubiera una apoderación tendríamos que aclarar que los bienes tienen que ser devueltos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Estamos tratando de corregir una contradicción. Si el mandato al 
Juez es que todo lo que sea objeto de delito tiene que ser objeto de comiso con un destino que se 
establece en el proyecto, el único perjudicado es el damnificado. Tenemos que corregir o eliminar esto. 


(Diálogos) 


En el proyecto se prevé el comiso de todos los bienes objeto de delito. Si a un hacendado le roban 500 ovejas, 
de acuerdo con lo que se establece en esta iniciativa, si son recuperadas, serán objeto de comiso; la redacción 
es clarísima. 


SEÑOR LACALLE POU.- Yo no lo entiendo así. 
(Diálogos) 


Si los policías de una comisaría rural atrapan a un ladrón, se le comisa la majada que robó y luego, cuando 
viene el dueño e indica que tiene la marca de su establecimiento y figura en la guía, se le devuelve. No se 
actúa de otro modo; aquí no hay nada que diga que hay que comisar y realizar económicamente todo lo que 
sea posible. Si lo hiciéramos, estaríamos violando las normas más claras y básicas de propiedad y de justicia. 
Con muchísimo respeto debo decir que la intepretación del señor Diputado Rodríguez Altez me parece muy 
rebuscada; a mi juicio, aquí no dice que hay que comisar y realizar económicamente los elementos objeto del 
delito. 


(Diálogos) 


Yo no soy especialista, pero no lo interpreto así. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- El señor Diputado Lacalle Pou está agregando su interpretación al 
texto del proyecto, y la única forma en que quede plasmada es redactándola. Hay que prever 
expresamente que, agotada la instancia de restitución del bien, se decreta el comiso. "Comiso" es un 
término técnico y, de acuerdo con el Código Civil, debe intepretarse en su sentido técnico. En este caso, 
el comiso refiere a sacar un elemento de la esfera privada, cometerlo a la esfera pública y darle el 
destino que se prevé en el artículo correspondiente, que es realizarlo económicamente; inclusive, se 
establece quiénes son los destinatarios. Si leemos detenidamente la norma, advertiremos que este es su 
alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con los dos planteamientos. Si uno hiciera una 
interpretación literal de lo que se propone en el artículo 259, abstrayéndose de normas centrales del 
derecho de propiedad, es claro que tendría razón el señor Diputado Rodríguez Altez. Ahora bien, la 
interpretación lógica es que si uno es objeto de un delito, el Estado, que debe garantizar el derecho de 
propiedad, no puede empezar por poner a remate público los bienes que fueron sustraídos para 
dárselos después al INAME. Por ello, sugiero que nos tomemos un tiempo para analizar esto. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- En la actualidad, a veces hay inconvenientes por las demoras para 
restituir los bienes en el caso del abigeato, porque existen problemas para la identificación del ganado 
en virtud de que el tema de las marcas no está claro, porque los animales tienen varias marcas, 
etcétera. 


Estoy de acuerdo con el señor Presidente: los dos señores Diputados tienen razón. El señor Diputado Lacalle 
Pou hace la interpretación lógica, obvia, pero la palabra "comiso" tiene un sentido técnico; otra cosa es la 
restitución, a la que creo que se está refiriendo. Quizás quienes nos hicieron llegar esta redacción no 
advirtieron que en cuanto a los elementos con los que se comete el delito hay que hablar de comiso, pero con 
respecto al bien objeto del delito, de restitución. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- "Comiso" viene del derecho aduanero; en ese ámbito es claro que se 
incauta la mercadería. No creo que podamos hilar más fino. 


Lo que señala la señora Diputada Saravia Olmos en cuanto al plazo es muy atendible; por ello menciono que 
deberíamos ajustar un poco el término de presentación, que puede ser de 15 días o distinto. 


Por otra parte, cuando se redactó esta norma se apuntó al resto de los elementos que intervienen, que nunca 
pueden ser objeto de reparación del damnificado; si hay armas, vehículos, etcétera, deben ser objeto de 
comiso. Ahora bien, creo que hay que aclarar que el objeto del ilícito queda fuera del comiso; aun cuando la 
interpretación preponderante en la Comisión fuera la del señor Diputado Lacalle Pou, deberíamos hacer esto 
más efectivo, estableciéndolo por escrito. En la primera parte estipularíamos cuál es el procedimiento que 
tiene el Juez para restituir y en la segunda -que me parece más importante- corregiríamos el problema de los 
procedimientos para el comiso. 


SEÑOR LACALLE POU.- Acabo de consultar la definición de comiso. En primer lugar, remite a 
decomiso, donde aparecen cinco acepciones, ninguna de las cuales habla de elementos que pasan a la 
esfera pública. Por ejemplo, la cuarta acepción es: "Pena accesoria de privación o pérdida de los 
instrumentos o efectos del delito". La pena no se impone al propietario. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- De este modo el señor Diputado Lacalle Pou me da la razón: hay que 
aclarar la redacción. 


SEÑOR LACALLE POU.- Reitero esta acepción: "Pena accesoria de privación o pérdida de los 
instrumentos o efectos del delito". ¿Vamos a imponer una pena accesoria a quien fue sujeto pasivo de 
un delito? Si hablamos de pena accesoria, hay que imponerla a quien cometió un delito, a quien hay 
que penar. Entonces, cometo el delito, pero aparte, como hay bienes o efectos, si algunos sirvieron para 
cometerlo me los sacan. Se trata de una persona sujeto activo del delito; no vamos a penar a un sujeto 
pasivo del delito. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Creo que ahora esto se aclara totalmente. Lo que señalaba el señor 
Diputado Lacalle... 


SEÑOR LACALLE POU.- Perdón, pero voy a leer la quinta acepción de la palabra "decomiso". Dice 
así: "En la enfiteusis, derecho del dueño directo para recobrar la finca por falta reiterada de pago de la 
pensión u otros abusos graves del enfiteuta". O sea que acá también habla de algún derecho de 
restitución. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Creo que esto redunda sobre lo que ya se dijo y da la razón al señor 
Presidente y a la señora Diputada Saravia Olmos en cuanto a que la interpretación lógica es la que dice 
el señor Diputado Lacalle Pou y esto lo está ratificando. 


El decomiso es una pena accesoria que vamos a establecer. Por consiguiente, cuando se estableció tan amplia 
la pena accesoria, aparte de todos los elementos, se incluyó al objeto del ilícito, que no es otra cosa que las 
vacas O las ovejas que se robaron. Dicho de otra manera: creo que justifica que se aclare debidamente para el 
futuro que el delito de abigeato tiene dos funciones: la pena de prisión y la pena accesoria que es el comiso o 
decomiso de todos aquellos implementos que se utilizaron para el mismo. De todas maneras, quitaremos de 
allí o buscaremos una solución para el objeto del ilícito, que es -sin duda- el bien que fue fruto de la 
sustracción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo en lo que queremos. ¿Qué queremos? Que los bienes 
objeto del delito sean devueltos a sus legítimos propietarios; que los bienes que son utilizados para 
cometer estos delitos sean confiscados o decomisados y vendidos y realizados económicamente. Después 
hay un sistema que yo propondría discutir en otra sesión. 


En ese sentido, el problema es que en el primer párrafo del proyecto, en la parte material de la retención de 
todos los bienes -unos objeto de delito y otros medios para cometer el delito- están todos juntos y no se los 
distingue. Sigue hablando de los instrumentos y medios y uno concluye -como dice el señor Diputado Lacalle 
Pou- que aquello que fue objeto del delito, debería ser restituido a quien corresponde. Lo que pasa es que en 
la redacción eso se va mezclando. 


Como a su vez en legislación que aprobamos sobre contrabando, hemos dado rapidez y agilidad a los objetos 
del contrabando -fundamentalmente en relación a los bienes no perecederos-, creo que deberíamos legislar 
correctamente o en forma clara para no generar confusiones. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sostengo que no es solo por sentido común lo que todos interpretamos, sino 
que de la letra de la ley se desprende lo mismo. A mi leal saber y entender, de la letra de la ley se 


desprende que existe la restitución, y el comiso no significa que pase a la esfera pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, propongo que el señor Diputado Rodríguez Altez 
traiga una redacción alternativa. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


